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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la Jueza 
Colom García y la Jueza Cortés González 

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 agosto de 2016. 

El Sr. José García Macia (en adelante, el apelante o señor García), 

comparece ante este foro para solicitar la revocación de la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI), el 

28 de junio de 2016, notificada el 30 del mismo mes y año.  Mediante la 

referida Sentencia, el TPI desestimó el recurso presentado por el apelante.    

De conformidad con lo dispuesto en la Regla 7 (B) (5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, este 

Tribunal puede "prescindir de términos no jurisdiccionales, específicos," 

escritos, notificaciones o procedimientos adicionales, ello "con el propósito 

de lograr su más justo y eficiente despacho..."  En consideración a lo 

anterior, eximimos a la parte apelada, Autoridad de Energía Eléctrica (en 

adelante, Autoridad o parte apelada), de presentar su alegato en 

oposición.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, modificamos 

y confirmamos la Sentencia impugnada. 
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I. 

El 3 de noviembre de 2014, la Autoridad le notificó al señor García 

unos cargos debido a consumo no facturado, gastos administrativos y 

multa administrativa para un total de $16,724.17 en la cuenta número 

2837202000.  El 14 de noviembre de 2014, la Autoridad emitió 

nuevamente una comunicación relacionada a la suspensión de servicio en 

la cuenta número 1837202000, si el apelante no efectuaba el pago de 

$33,560.76 o si no solicitaba la revisión ante la Secretaría de 

Procedimientos Adjudicativos de la Autoridad.  El aquí apelante objetó los 

cargos notificados por la parte apelada mediante comunicación del 17 de 

noviembre de 2014 y del 1 de diciembre de 2014.   

El 4 de febrero de 2015 el señor García, por conducto de su 

representación legal solicitó la desestimación de los cargos debido al 

incumplimiento de la Autoridad con el procedimiento establecido en la 

Ley Núm. 33 del 27 de junio de 1985, según  enmendada, 27 LPRA sec. 

262, conocida como la Ley para Establecer Requisitos Mínimos para la 

Suspensión de Servicios Esenciales.  El 5 de febrero de 2015 la Autoridad 

señaló una Vista Adjudicativa para el 4 de marzo de 2015, que luego fue 

convertida en una Conferencia con Antelación a Vista.  En dicha vista las 

partes hicieron sus argumentaciones en torno a la solicitud de 

desestimación hecha por el apelante. 

Luego de varios trámites procesales, la Secretaría de 

Procedimientos Adjudicativos de la Autoridad, dictó una Orden el 22 de 

marzo de 20161 en la que la Oficial Examinadora dispuso que mediante 

Resolución Interlocutoria del 5 de junio de 20152, las solicitudes de 

desestimación presentadas por el señor García el 4 y 27 de febrero de 

2015, ya habían sido atendidas y se había determinado que no procedía 

la desestimación de las Querellas número 170-2014-0928 y 2015-0106; 

señaló vista para el 15 de abril de 2016 y consolidó ambas querellas.  El 6 

                                       

1 Notificada el 29 de marzo de 2016. 
2 Notificada el 12 de abril de 2016. 
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de abril de 2016, la Autoridad suspendió la vista que estaba pautada para 

el 15 de abril de 2016, hasta que otra cosa se dispusiera. 

Así las cosas, el 18 de abril de 2016, el apelante acudió ante el TPI 

mediante un “Certiorari”3 en el que solicitó al foro primario que revocara 

la Resolución Interlocutoria emitida por la Autoridad y que ordenara la 

desestimación de los cargos notificados al señor García.  El 5 de mayo de 

2016 el TPI emitió una Orden de Mostar Causa al apelante para que, en el 

término de diez días mostrara causa por la cual no se debía desestimar el 

recurso presentado por tratarse de un asunto interlocutorio de una 

agencia.  El apelante presentó una Moción en Cumplimiento de Orden.  El 

foro de primera instancia desestimó el “Certiorari” instado por el apelante 

mediante Sentencia del 28 de junio de 2016. 

Inconforme con tal determinación, el apelante acude ante este foro 

intermedio en el que señala que:  

Erró el TPI al desestimar el recurso presentado por el 
apelante bajo el fundamento de que la Ley 33 del 27 de junio 
de 1985, 27 L.P.R.A. Sec. 262 no autoriza recurrir de un 

asunto interlocutorio ante el TPI. 
 

Luego de examinar el escrito de apelación y habiendo analizado los 

documentos que se incluyen como apéndice, procedemos a resolver. 

                                       

3  La Regla 52.1 de las Reglas de Procedimiento Civil, dispone las circunstancias bajo las 

cuales deberá ser expedido el recurso de Certiorari.  La aludida regla reza, en lo 

pertinente:     

El recurso de Certiorari para revisar resoluciones y órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, solamente será expedido 

por el Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una resolución u 
orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 

cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 
anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que 

revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar a 

la apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  Al denegar 
la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal de 

Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión.  (Énfasis nuestro).  32 

LPRA Ap. V, R. 52.1.   
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II. 

A. 

 Los tribunales de Puerto Rico son tribunales de jurisdicción general 

y tienen autoridad para entender en cualquier causa de acción que 

presente una controversia propia para la adjudicación. Junta Dir. Cond. 

Montebello v. Fernández, 136 DPR 223, 230 (1994).  La jurisdicción se ha 

definido como “el poder o la autoridad que posee un tribunal para 

considerar y decir un caso o controversia”.  González v. Mayagüez Resort 

& Casino, 176 DPR 848, 854 (2009); ASG v. Mun. San Juan, 168 DPR 

 337, 343 (2006). Así, se ha señalado que para privar a un tribunal de 

jurisdicción general de su autoridad para entender en algún asunto en 

particular, es necesario que así se haya dispuesto expresamente en algún 

estatuto o que ello surja por implicación necesaria.  Id.   

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10, faculta 

a una parte en un pleito a solicitar la desestimación de la reclamación si 

el tribunal carece de jurisdicción sobre la materia. Se ha señalado que la 

falta de jurisdicción sobre la materia acarrea las siguientes consecuencias 

que son inexorablemente fatales:  (1) esta falta de jurisdicción no es 

susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente 

otorgarle jurisdicción sobre la materia a un tribunal, ni el tribunal puede 

arrogársela; y (3) los dictámenes de un foro sin jurisdicción sobre la 

materia son nulos.  Es norma reiterada que los tribunales deben ser 

celosos guardianes de su jurisdicción, por lo que están obligados a 

considerarla aun en ausencia de señalamiento de las partes. Constructora 

Estelar v. Aut. Edif. Pub., 183 DPR1 (2011); S.L.G. Szendry-Ramos v. F. 

Castillo, 169 DPR 873, 883 (2007).   

Tan pronto un tribunal determina que no tiene jurisdicción sobre la 

materia, está obligado a desestimar el caso. Regla 10.8(c) de 

Procedimiento Civil, supra; González v. Mayagüez Resort & Casino, supra, 

a la pág. 855; Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 314, 326 (1997). 

 La Regla 10.8(c) de las de Procedimiento Civil, supra, dispone que 
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“[s]iempre que surja, por indicación de las partes o de algún otro modo, 

que el tribunal carece de jurisdicción sobre la materia, éste desestimará el 

pleito”.  32 LPRA Ap. V R. 10.8(c).  Bajo esta disposición, se puede 

desestimar una reclamación por ser de jurisdicción de una agencia 

administrativa o de la esfera federal. Esto significa que al amparo de la 

Regla 10.8(c) los tribunales locales deben desestimar una acción civil 

cuando surge la falta de jurisdicción sobre la materia ante el foro aludido.  

González v. Mayagüez Resort & Casino, supra, a la pág. 855.     

Así también los tribunales tienen el deber ineludible de auscultar 

su propia jurisdicción, pero los tribunales apelativos pueden examinar la 

jurisdicción del foro de donde procede el recurso, pues la falta de 

jurisdicción sobre la materia puede plantearse en cualquier etapa del 

procedimiento, por cualquiera de las partes o por el tribunal motu proprio.  

Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991); Rodríguez v. Registrador, 

75 DPR 712, 716 y 726 (1953). 

B. 

Por otra parte, la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos es una norma de autolimitación judicial cuyo propósito es 

determinar la etapa en la que un litigante puede recurrir a los tribunales.  

S.L.G. Flores Jiménez v. Colberg, 173 DPR 843, 851 (2008); Mun. de 

Caguas v. AT&T, 154 DPR 401, 407 (2001).  En esencia, determina la 

etapa en que un tribunal de justicia debe intervenir en una controversia 

que se ha presentado inicialmente ante un foro administrativo.  S.L.G. 

Flores Jiménez v. Colberg, supra.  Así, la parte que desee obtener un 

remedio en un organismo administrativo debe utilizar todas las vías 

administrativas disponibles y evitar una intervención judicial innecesaria 

y a destiempo que interfiera con el desenlace normal del proceso.  

Procuradora Paciente v. MCS, 163 DPR 21, 35 (2004).  De esta manera, la 

agencia administrativa puede:  (1) desarrollar un historial completo del 

asunto; (2) utilizar el conocimiento especializado o expertise de sus 

funcionarios para adoptar las medidas correspondientes de conformidad 
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con la política pública formulada por la entidad; y (3) aplicar 

uniformemente sus poderes para poner en vigor las leyes, rectificar 

oportunamente sus errores o reconsiderar el alcance de sus 

pronunciamientos.  Id.; Guadalupe v. Saldaña, Pres. U.P.R., 133 DPR 42, 

49-50 (1993); Rivera v. E.L.A., 121 DPR 582, 595 (1988).  De ser aplicable 

esta norma, los tribunales deben abstenerse de intervenir en el caso 

hasta tanto la agencia atienda el asunto.  S.L.G. Flores Jiménez v. Colberg, 

supra, a la pág. 851.   

Cónsono con lo anterior, la Sección 4.3 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988 (LPAU), 

establece las siguientes excepciones que permiten obviar el agotamiento 

de remedio administrativo y acudir directamente ante el foro judicial:  (1) 

cuando el remedio administrativo disponible  sea inadecuado; (2) cuando 

requerir su agotamiento resultare en un daño irreparable al promovente y 

en el balance de intereses no se justifica agotar dichos remedios; (3) 

cuando se alegue la violación sustancial de derechos constitucionales; (4) 

cuando sea inútil agotar los remedios administrativos por la dilación 

excesiva en los procedimientos; (5) cuando sea un caso claro de falta de 

jurisdicción de la agencia;  o (6) cuando sea un asunto estrictamente de 

derecho y es innecesaria la pericia administrativa. 3 LPRA sec. 2173.   

Es decir, la exigencia de que se agoten los remedios administrativos 

“no es un principio de aplicación inexorable”.  S.L.G. Flores Jiménez v. 

Colberg, supra, a la pág. 852.  Nuestro más Alto Foro ha reiterado que el 

requisito de agotar remedios ante la agencia administrativa puede 

preterirse si se configura alguna de las excepciones indicadas.  Acevedo v. 

Mun. de Aguadilla, 153 DPR 788, 805-806 (2001).  Todas estas doctrinas 

comparten un denominador común:  la abstención del foro judicial, salvo 

que la alegación de una violación sustancial de patente intensidad lo 

obligue a activar su jurisdicción y autorizar la preterición del cauce 

administrativo.  Esta medida excepcional ha de activarse con prudencia y 

en casos realmente meritorios.  Esto es así porque “[t]anto la doctrina de 
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jurisdicción primaria, como la regla que exige el agotamiento de remedios 

administrativos están dirigidas a promover una relación propia y 

armónica entre los tribunales y las agencias encargadas de administrar 

particulares disposiciones regulativas”.  Febres v. Feijoó, 106 DPR 676, 

683 (1978), cita con aprobación a United States v. Western P.R. Co., 352 

U.S. 59, 63-64 (1956).   

C. 

De otra parte, la LPAU fue promulgada con el propósito de crear un 

cuerpo de reglas mínimas que proveyeran uniformidad a los procesos 

decisorios en el foro administrativo.  Pagán v. F.S.E., 129 DPR 889, 897 

(1992); Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 162 DPR 745, 756 (2004).  

Dentro de dicho esquema estructural y cónsono con la uniformidad 

pretendida se instituyó el derecho de la revisión judicial.  Además, se 

recogió los requisitos que deben estar presentes para ello.  Es por ello 

 que para que la revisión judicial esté disponible, el recurrente tiene que 

acreditar, como regla general, que ha agotado todos los remedios 

provistos por la agencia cuya decisión se recurre y que recurre de una 

orden o resolución final.  Sección 32 LPRA sec. 2172.   

La sección 1.3(p) de la LPAU define lo que significa una orden o 

resolución, como “cualquier decisión o acción agencial de aplicación 

particular que adjudique derechos u obligaciones de una (1) o más 

personas específicas o que imponga penalidades o sanciones 

administrativas excluyendo órdenes ejecutivas emitidas por el 

Gobernador.”  32 LPRA sec. 2102.  Para mayor claridad y especificidad, el 

acápite (h) de la citada sección distingue entre una orden o resolución y 

orden interlocutoria.  Se establece que una orden interlocutoria significa 

aquella acción de la agencia en un procedimiento adjudicativo que 

disponga de algún asunto meramente procesal.   

En lo pertinente a la controversia ante nos, la sección 4.2 de la 

LPAU dispone que:   
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Una parte adversamente afectada por una orden o resolución final 
de una agencia y que haya agotado todos los remedios 

provistos por la agencia o por el organismo administrativo 
apelativo correspondiente podrá presentar una solicitud de 

revisión ante el Tribunal de Apelaciones, dentro de un 
término de treinta (30) días contados a partir de la fecha del 
archivo en autos de la copia de la notificación de la orden o 

resolución final de la agencia o a partir de la fecha aplicable 
de las dispuestas en la sec. 2165 de este título cuando el 
término para solicitar la revisión judicial haya sido 

interrumpido mediante la presentación oportuna de una 
moción de reconsideración. La parte notificará la 

presentación de la solicitud de revisión a la agencia y a todas 
las partes dentro del término para solicitar dicha revisión. La 
notificación podrá hacerse por correo.  Disponiéndose, que si 

la fecha de archivo en autos de copia de la notificación de la 
orden o resolución final de la agencia o del organismo 

administrativo apelativo correspondiente es distinta a la del 
depósito en el correo de dicha notificación, el término se 
calculará a partir de la fecha del depósito en el correo.   

[…]  

Una orden o resolución interlocutoria de una agencia, 

incluyendo aquéllas que se emitan en procesos que se 
desarrollen por etapas, no serán revisables directamente.  

La disposición interlocutoria de la agencia podrá ser 
objeto de un señalamiento de error en el recurso de 
revisión de la orden o resolución final de la agencia.  La 

revisión judicial aquí dispuesta será el recurso exclusivo para 
revisar los méritos de una decisión administrativa sea ésta de 
naturaleza adjudicativa o de naturaleza informal emitida al 

amparo de este capítulo. (Énfasis nuestro)  3 LPRA sec. 2172 
  

 
Nuestro más Alto Foro ha determinado que una orden o resolución 

final tiene las características de una sentencia en un procedimiento 

judicial porque resuelve finalmente la cuestión litigiosa y de la misma 

puede apelarse o solicitarse revisión. Comisionado Seguros v. Universal, 

167 DPR 21 (2006).    

III. 

 En el caso que nos ocupa, el apelante alude que el foro de primera 

instancia incidió al desestimar el recurso instado por éste, bajo el 

fundamento de que la Ley Núm. 33 del 27 de junio de 1985, no autoriza a 

recurrir de un asunto interlocutorio ante el TPI.   Entendemos que al 

apelante le asiste la razón, de manera parcial.  Veamos. 

 Según vertido previamente, el señor García interpuso un recurso de 

“Certiorari” ante el TPI para solicitar la revisión  de una Resolución 

Interlocutoria emitida por la Autoridad, en la cual se declaró No Ha Lugar 
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una Solicitud de Desestimación presentada por éste.  Luego de que el foro 

de primera instancia emitiera una orden para que el apelante mostrara 

causa por la cual el recurso no debía ser desestimado, debido a que se 

recurría de una Resolución Interlocutoria, el apelante en su Moción en 

Cumplimiento de Orden, expuso que el recurso ante el foro primario fue 

presentado al amparo de la Ley Núm. 33, conocida como la Ley para 

Establecer Requisitos Procesales Mínimos para la Suspensión de Servicios 

Públicos Esenciales”.  El TPI procedió a desestimar el recurso presentado 

“a tenor con las disposiciones de la “Ley para Establecer Requisitos 

Procesales Mínimos para la Suspensión de Servicios Públicos 

Esenciales”…, ya que esta ley no autoriza recurrir de un asunto 

interlocutorio ante este Tribunal”. 

 En virtud del derecho anteriormente esbozado, una orden o 

resolución interlocutoria de una agencia, no serán revisables 

directamente.  La controversia de autos se circunscribe a una Resolución 

Interlocutoria emitida por la Autoridad, de la cual el apelante recurrió 

ante el TPI y la cual podrá ser objeto de un señalamiento de error en 

el recurso de revisión judicial de la orden o resolución final de la 

agencia.  Ante la desestimación del recurso interpuesto en el foro 

primario, el apelante nos solicita que revoquemos la Sentencia apelada y 

que resolvamos el asunto sobre la aplicación de la Ley Núm. 33 o la 

LPAU, planteamiento que ya fue resuelto por la agencia apelada. 

 En cumplimiento de nuestro deber de auscultar nuestra 

jurisdicción y, a su vez, de examinar la jurisdicción del foro de primera 

instancia, es forzoso concluir que el TPI no poseía jurisdicción sobre la 

materia llevada ante su consideración.  Por tanto, la determinación del 

foro de primera instancia de desestimar el caso, fue una correcta en 

derecho.  No obstante, ante el hecho de que no se había formulado un 

planteamiento de falta de jurisdicción, y que se trata de una 

determinación emitida a iniciativa del TPI como guardián de su 

jurisdicción, modificamos la Sentencia recurrida para que la 
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desestimación sea en virtud de la Regla 10.8(c) de Procedimiento Civil, 

supra. 

IV. 

Por los fundamentos antes consignados, modificamos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia para que sea una 

desestimatoria al amparo de la Regla 10.8(c) de Procedimiento Civil, 

supra.  Así modificada, confirmamos la misma. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


